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ÚLTIMA PARTE

FGR INVESTIGA V E N TA
DE ARMAS D ES D E
UNIDAD MILITAR

La unidad fiscal contra el Crimen Organizado siguió la
pista de la venta ilegal de un fusil G3 hecha en 2011. Esta

los llevó a documentar cómo un jefe del Registro de Armas
del Ministerio de la Defensa negoció con el dueño de una

armería, entre 2003 y 2006, la venta de fusiles M16 y el
“lavado” de matrículas de armas de fuego ilegales.

César Castro Fagoaga/Suchit Chávez/Jessica Ávalos
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U
n fusil Heckler Koch G3puede comprarse en una
armería legal enTexas, incluso en línea, por poco
más de $1,800. Conocido comoG3, popular en los

conflictos armados centroamericanos de los ochenta, es un
fusil alemánque puede dispararhasta 600 balaspor minuto,
con laposibilidad desoportar unlanzagranadas de40 mm.El
agente Nicolás no tuvo que viajar a Texas ni llenar un solo pa-
pel para conseguiruno: conoció a la personacorrecta, un te-
nienteretirado conacceso aarmas ilegales, que le vendióun
G3 en $600. Una auténtica ganga.

La transacción ocurrió el 5 de julio de 2011 en el interior de la
ventade armasPerfection Armsand Security,un local lúgu-
bre, iluminado con luz artificial, conocido como la armería
San Carlitos. Nicolás, un policía autorizado para actuar como
agente encubierto, con una orden firmada por el entonces jefe
de la Unidad Fiscal Especializada de Delitos de Crimen Orga-
nizado, Rodolfo Delgado, entró al local y descubrió lo que pa-
recía una armería en regla: ocho vitrinas con balas, fundas pa-
ra armas de fuego, chalecos y ropa de corte militar. La segunda
planta, sin embargo, funcionaba como oficina alternativa pa-
ra vender AK-47 y AR-15 ilegales.

Nicolás llegó a la San Carlitos por un informante que contó
a investigadores policiales, el 16 de junio de 2011, que conocía a
militares retirados que se dedicaban a vender ilegalmente ar-
mas deguerra. Nicolásfue designado alcaso, yel informante
lepresentóal tenienteafinalesde junio. Pocosdíasdespués,
Nicolás realizó la primera compra controlada, ese G3 verde,
serie G3FMP368841/80, por el que pagó $600. Con la confianza
de la primera venta, la puerta para más productos quedó
completamente abierta: el teniente, tal como consta en el acta
policial anexada al expediente fiscal, le ofreció venderle dos
fusilesAK-47, cadaunopor $1,500, yun riflede asaltoAR-15
por $1,600.

LaFiscalía dioelaval paralasiguiente compracontrolada,
en la que el agente Nicolás había negociado, incluso regatean-

do, unfusil M16, de losmismos que utilizan lossoldados sal-
vadoreños, en $1,350. El 17 de agosto de 2011, a las 2:50 de la tarde,
un batallón del Grupo de Operaciones Especiales de la Policía
entró a la armería segundos después de que Nicolás tomara el
teléfono, a la salidadel negocio,para avisarque el teniente le
había ofrecido y mostrado el M16. Los uniformados entraron
y detuvieron a cuatro personas, entre ellas al teniente retira-
do Mario Antonio Deleón Elías. Los otros dos fueron los em-
pleados José Rafael Escobar Girón y Carlos Alberto Gálvez
Ramírez. No fue esa captura, sin embargo, lo que más llamaría
la atención de Policía y Fiscalía. Tampoco el armamento ilegal
incautado en la SanCarlitos: un riflede guerraNorinco Mak
90, una granada 40 mm con número MA83T16618, una mira
telescópicaconocidacomo “Siete Poderes”, numerosas pis-
tolas y el M16 en cuestión. Lo interesante fue que entre los de-
tenidos estaba la dueña de la armería, Ana Cecilia Pocasangre
de Velásquez, la mujer señalada en la investigación de conse-
guir las armas ilegales para la San Carlitos, la hermana del ma-
yor retirado Miguel Ángel Pocasangre Escobar, el eslabón que
une esta historiacon la Oficina del Registro yControl de Ar-
mas de Fuego del Ministerio de la Defensa.

***El allanamiento del 17 de agosto de 2011 en ese local de la alame-
daRoosevelt N.º2425,en elcentrocomercialSan Carlitosde
San Salvador, fue retomado por los periódicosnacionales, y
reseñado como un procedimiento donde se incautó dos fusi-
les sin matrícula. Una semana después, el fiscal Delgado fue el
encargado de explicar que las armas ilegales que fueron ofre-
cidasalagente Nicoláshabíansidoencontradas en laoficina
de la dueña del local, la señora Pocasangre.

Después de eso hubo silencio.
La Fiscalía decidió mantener la investigación con bajo per-

fil, pero siguió con las diligencias en los juzgados. La atención
secentróentoncesenel hermanodelaseñoraPocasangre,el

mayor Miguel ÁngelPocasangre Escobar, según constaen el
proceso que la Unidad Fiscal Especializada de Delitos de Cri-
men Organizado siguió en el Juzgado Especializado de Sen-
tencia de San Salvador, fechado el 27 de febrero de 2013.

La investigación se abrió por tres delitos: tenencia, porta-
ción o conducción ilegal o irresponsable de armas de guerra;
comercio ilegal ydepósitodearmas; yagrupaciones ilícitas.
LaFGR recabótestimonios queseñalaban que las armas ile-
gales que vendía la San Carlitos provenían de la misma fuente
de las quese podríancomprar –ilegalmente también–en la
armería Rivera Hoover.

Rivera Hoover y Asociados S. A de C. V. fue constituida el 4
de marzode 1993,con uncapital de$11,428.57. Suadministra-
dor único es el mayor Pocasangre, según los datos públicos del
CentroNacional deRegistro. Elmayorde Artillería también
es dueño de otra armería, una que abrió en febrero de 2004, un
par de años después de darse de baja en la Fuerza Armada.

El caso se centra en Rivera Hoover, concretamente en la
oficina donde operaba entre 2003 y 2006 ubicada en la colonia
LasMercedes deSanSalvador.En esacasa,deacuerdo conel
expedientede laFiscalía,sereunieron ennumerosasocasio-
nes elmayor Pocasangre juntocon el tenientecoronel Carlos
Guillermo Zavaleta Morán, entonces jefe de la Oficina del Re-
gistro y Control de Armas y Fuego del ministerio de la Defen-
sa. Untestigo leexplicó a la Fiscalía la naturalezade esosen-
cuentros vespertinos, generalmente entre las 6 y 7 de la tarde:
“Pocasangre le hablaba a Zavaleta, a quien le decía que necesi-
taba armas de fuego, fusiles, para negociarlos legalmente, pe-
ro de procedencia ilegalmente”.

Es decir, armas en poder del Registro, armas decomisadas,
armas que serían destruidas, que terminaron en una armería
para ser vendidas como si estuvieran en regla.

“Lo que Pocasangre le pagaba a Zavaleta era un aproxima-
do de $500 por arma de fuego y ocasionalmente se tramitaban
también licenciaspara portar armasde fuego, cuyovalor os-

cilaba entre $100 a $150”, agregó el testigo.
Lo quela Fiscalía ha documentadoes una prácticapara la-

var licencias para portar armas y matrículas para las armas.
Funcionaba de la siguiente manera: Zavaleta entregaba car-
nés enblanco ycon unsello delMinisterio dela Defensa,que
eran llenados por Pocasangre o sus empleados –a máquina de
es c r i b i r –con datos de cualquier persona que apareciera en el
registro de Defensa. De cualquiera. La intención era que apa-
recieracomo elprimerdueño delarmadefuego encuestión,
que enrealidad era ilegal.Ese nuevocarné se llevabaal Regis-
tro, con el aval de Zavaleta, y entonces se realizaba el traspaso
al nuevo dueño, que pagaba entre $3,000 a $5,000 por una ma-
trícula ya lavada. Armas que se convertían en legales.

La información quetiene laFiscalía esque estos trámites
ocurríanalmenos unavezalasemanadurante elperíodoin-
vestigado. La cantidad total de matrículas que pudieron ser
lavadas no ha sido precisada por la Fiscalía.

Entre febrero y marzo de 2011 hubo otro negocio que ha
quedado registrado en la investigación fiscal. Un hombre
identificado como Ovidio Cerón Moreno compró 25 fusiles
M16A2,5,000 cartuchosynuevecargadorespara cadauno,y
quince silenciadores por un totalde $125,000. Las armas, se-
gúnloque laFiscalíase enteró, tambiéneranilegalesyobte-
nidas con el mismo método.

Cerón Moreno fue agente de la Policía Nacional Civil. En
1999 fue detenido la primera vez por estar vinculado a la es-
tructura de robafurgones de Margarita Parada Grimaldi. En
septiembre de 2005, meses después de la compra de los 25
M16, fue detenido por tráfico ilícito de personas.

***El coronel SalvadorGonzález Quezada era eldirector de Lo-
gística de la Fuerza Armada en 2010. Dos años después, fue de-
tenido porque la Fiscalía lo acusó de usar su cargo para inscri-
bir de forma fraudulenta armas de fuego, que luego vendió

con la ayuda del teniente José Arístides Figueroa.
Los clientes del coronel González Quezada pagaron $4,500

por un fusil AR-15 o $6,000 por un fusil Colt.
El 28 de noviembre de 2014, el teniente Figueroa fue conde-

nadoa siete añosdecárcel por comercio ilegal y depósitode
armas. El coronel González Quezada no fue enjuiciado: la Fis-
calía le concedió el beneficio de ser testigo criteriado. Su tes-
timonio fue clave para condenar a su subalterno en el negocio
de armas que él mismo inició.

***En una entrevista con este periódico, el ministro de la Defen-
sa, David Munguía Payés, se refirió a ambos casos. Está ente-
rado de la investigación fiscal contra Zavaleta, aunque no
aclaró si al teniente coronel se le indaga internamente. “Esa es
una información que no puedo revelarla en este momento,
porque tengo la impresión que hay una investigación en curso
por otras instancias legales. Por eso no puedo hacer referencia
a eso”, sostuvo el general el 23 de abril.

“En el Registro ha habido algunas irregularidades que no-
sotros mismos las hemos investigado y los casos los está lle-
vando la Fiscalía en este momento”, respondió cuando se le
preguntó sobre los casos de los dos oficiales (Zavaleta y Gon-
zález), ligados al Registro de Armas, e investigados por varios
casos de venta de armas ilegales.

La investigación fiscal que involucra a Pocasangre y Zava-
leta inició en 2011 y hay constancia de diligencias en 2013. En los
dos años que han seguido, la Fiscalía no ha informado de los
avances. En agosto de 2014, el fiscal general Luis Martínez sos-
tuvo que la investigación continuaba. “Sí se han hecho dili-
gencias, sigue en investigación. El caso está activo”, aseguró.

El fiscal valoró entonces los múltiples casos de tráfico des-
de la Fuerza Armada. Dijo: “Todo apunta que son varios he-
chosrecurrentes,de diferentesnaturalezayeso esunaseñal
de alerta para la sociedad y para el Ejecutivo también”.

“I n v e s t i gaci o n e s
como las que
ustedes han hecho
son muy útiles
para que (...) no
vuelvan a ocurrir
hechos de la
misma naturaleza”.
Eugenio Chicas, secretario de Comunicaciones de la Presidencia

“I n v e s t i gaci o n e s
como esta son
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El secretario de Comunicaciones de la Presidencia de la
República, Eugenio Chicas, informó ayer la postura oficial
del Gobierno acerca de las entregas periodísticas de LA
PRENSA GRÁFICA sobre distintos casos de tráfico de ar-
mas desde la Fuerza Armada: “No podemos desalentar
ninguna labor investigativa de los medios de comunica-
ción, y los medios de comunicación tienen libertad de deci-
dir cuándo hacen sus publicaciones. Ya queda en la ética y
en el profesionalismo que el medio pueda contextuar la na-
turaleza de su trabajo investigativo y definir si este aporta o
no al fortalecimiento de las instituciones en el país”.
Chicas opinó que las investigaciones periodísticas que ha
llevado a cabo LA PRENSA GRÁFICA acerca del comercio
de armas y explosivo de la Fuerza Armada de El Salvador,
“son muy útiles para, precisamente, adoptar medidas de
prevención, medidas de control, medidas de vigilancia,
que garanticen que en la actualidad no vuelvan a ocurrir
hechos de la misma naturaleza”.
La postura oficial del Gobierno dista de las declaraciones
iniciales del ministro de la Defensa, David Munguía Payés,
cuando al conocer la información rechazó las publicacio-
nes y comparó la magnitud de la información sobre el Ejér-
cito con los ataques que grupos criminales perpetran con-
tra la Fuerza Armada: “Nos causa más daño a la moral ese
tipo de reportajes que está haciendo este matutino (LA
PRENSA GRÁFICA) que cualquier ataque que nos hicieran
estos grupos criminales”. Chicas dijo que este Gobierno
recibe “con agrado”el periodismo investigativo.


